14° Congreso Tributario del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Tema 2: LINEAMIENTOS PARA UNA LEGISLACION PROCESAL PENAL 

Conclusiones

VISTO,

a) El informe y exposición del  relator Dr. Esteban D. Semachowicz;

b) Los valiosos aportes a través de sus trabajos y disertaciones de los panelistas, Dr. Francisco D’Albora Dr. José Mazzarella, Dra. Elvira Balbo, y Dr. Roberto Hornos;

c) Los trabajos del  Dr. Jorge M. Dadi,  Dr. Alberto M. Bello  y la colaboración técnica del Dr. Gerardo Ratti. 
d) La dirección del debate a cargo del presidente del Panel del Tema II, Dr.  Cesar Litvin y de la secretaria Dra Anabella Kacenelson  
e) Las intervenciones de los asistentes, el intercambio de opiniones y el debate generado en las Jornadas;   

CONSIDERANDO

1) Que en éste Congreso ha sido intenso y fructífero el estudio y debate del funcionamiento y contenido del régimen penal tributario  tanto en su faz administrativa como penal; cuestión que se vio beneficiada por la interacción de las distintas profesiones de los participantes;

2) Que la Ley 26735 ha incorporado como objeto de  tutela penal a las haciendas públicas provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
3) Que el Legislador no ha analizado con el  debido rigor científico aspectos relevantes vinculados con   la aplicación de la Ley a las maniobras defraudatorias que involucren tributos provinciales. 

4) Que el punto neurálgico resulta ser la definición del hecho punible y su correspondiente calificación legal cuando el sujeto frente al mismo hecho económico y/o jurídico deba tributar el gravamen en más de una jurisdicción. 
5) Que esta definición es relevante, tanto por cuestiones de índole sustantiva como procesales,  y la doctrina ha elaborado  distintas hipótesis al respecto.

6) Que la teoría del concurso resulta ser uno de los aspectos más controvertidos  en el ámbito de la dogmática jurídico penal.  
7)  Que es necesario adoptar una  definición normativa que no vulnere derechos y garantías establecidos en la Constitución Nacional.

8)  Que les compete a las Provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el dictado de las normas procesales, ya que dicha atribución no ha sido delegada al Congreso de la Nación. Por lo cual las normas adjetivas previstas en la Ley 24769 resultan aplicables ante conductas defraudatorias que afecten la hacienda pública nacional. 
9) Que este Consejo Profesional ha abordado el estudio de los aspectos controvertidos de la Ley 24769, en la obra Bases y Lineamientos Generales para una Futura Reforma Tributaria, y ha esbozado propuestas que tienden a subsanar alguno de  estos aspectos.
10) Que las disposiciones procesales aplicables  a estos efectos dependerán de la calificación que se le asigne  a los hechos cuando el contribuyente desarrolle sus actividades en  distintas jurisdicciones. En este sentido si se considera que se trata de un solo delito aún cuando involucre tributos de distintas jurisdicciones, se deberá implementar un procedimiento determinativo que permita conocer el importe evadido en todas ellas. Mientras que si se adscribe la tesis contraria dicha compatibilización no resulta indispensable para el desarrollo del proceso penal.

11) Que la Ley Nº 24769, en cuanto a la materia tributaria ha establecido un mecanismo de separación de vías. El mismo ha recogido objeciones por parte  por la doctrina y la jurisprudencia por cuanto puede derivar en el dictado de sentencias contradictorias sobre los mismos hechos. 

12) Que al respecto es necesario que las jurisdicciones establezcan un régimen procesal adecuado, debiendo optar  por un sistema de prejudicialidad penal o administrativa, o conservar el esquema de ¨separación de vias¨ previsto  por la Ley 24769. 
13) Que en otro orden, la ley 26735 ha eliminado el instituto de  extinción de la acción penal por pago. Esta medida impide que las Provincias y la C.A.B.A ante requerimientos económicos, establezcan moratorias con cláusulas de extinción de la acción penal. Esta limitación denota una marcada desigualdad entre las mencionadas  y la Nación ya que esta última tiene facultades para otorgar este tipo de beneficios por conducto de una Ley. 
14) Que a su vez la Ley 26735 ha prescripto la imposibilidad de suspender el proceso a prueba, en función a lo previsto por el artículo 76 bis del Código Penal, para el caso de los delitos previstos por la Ley 24769 y 22415. Al respecto existen fundados argumentos para cuestionar la validez constitucional de este impedimento, por cuanto violenta el principio de igualdad en la medida que excluye a ciertas personas de acceder al beneficio establecido en la ley por la sola naturaleza del delito que se le imputa. El Máximo Tribunal en casos similares ha resuelto en ese sentido. 

15) Que a su vez, y en virtud de las distintas teorías propuestas  por la doctrina  es necesario determinar las normas procesales aplicables para establecer la competencia territorial para la investigación y juzgamiento de las conductas punibles. En el mismo orden es conveniente evaluar la posibilidad que   jurisdicciones provinciales y la CABA cuenten con un fuero especializado en la materia.
16) Que la regulación del instituto de la querella le corresponde a las provincias y a la CABA, por lo cual estas últimas deberán establecer la normativa aplicable.

17) Que el artículo 21 de la Ley N 24769 denominado ¨medidas de urgencia¨ faculta  al Organismo Fiscal a solicitar medidas para preservar elementos vinculados con la comisión de algún delito.   

Por todo ello, 

El 14º CONGRESO TRIBUTARIO ORGANIZADO POR EL CONSEJO PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONÓMICAS DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES,

Concluye,

1) Es preciso el dictado de  una norma legal que determine el tratamiento a dispensar con relación a la definición del hecho punible y su correspondiente calificación legal cuando el sujeto frente al mismo hecho económico y/o jurídico deba tributar el gravamen en más de una jurisdicción.
2) En forma concordante con la posición adoptada por la doctrina mayoritaria, se considera pertinente el criterio que   cada tributo defraudado resulta un hecho punible  independiente. Por ello  ante la  evasión en un mismo período de impuestos correspondientes a distintas jurisdicciones, cada una de ellas podrá ejercer el ius puniendi sobre el mismo, siempre que supere  el umbral mínimo de puniblidad por jurisdicción. 
3) Que la competencia deberá disponerse en función de los ordenamientos adjetivos provinciales, sustanciándose  un proceso por cada jurisdicción agraviada. En este sentido se requiere la creación de órganos jurisdiccionales con un grado de especialización para este tipo de delitos.   
4) Que en   los casos de concurrencia jurisdiccional horizontal ya sea entre provincias o entre estas y la CABA deberán adecuarse los códigos procedimentales teniendo en consideración la particularidad de este tipo de delitos. con el objeto de garantizar plenamente los derechos y garantías del imputado. 
5) Recomendamos la adopción de un sistema de prejudicialidad penal a los efectos de evitar el dictado de sentencias contradictorias entre el fuero contencioso y el penal,  con respecto a los mismos hechos. Sin perjuicio que le corresponderá al fuero competente la respectiva valoración jurídica de los mismos. 
6) Que es preciso que las Administraciones Fiscales establezcan las disposiciones internas necesarias para que  sean sometidas  al proceso penal solamente  las maniobras dolosas,   con el objeto de evitar la proliferación de denuncias por ajustes técnicos o sobre base presunta. 
7) Que la adopción de este criterio no requiere la unificación ni la coordinación de los procedimientos determinativos entre las jurisdicciones involucradas, habida cuenta que las mismas tendrán el ius puniendi respecto del impuesto evadido  en cada una de  ellas . Sin embargo,  resultará en beneficio del proceso, la coordinación temporal entre las jurisdicciones en cuanto a la determinación del impuesto presuntamente evadido. La matriz de información  dispuesta por la Resolución General AFIP 3309, resulta ser una herramienta útil para ello. 
8)   Que resulta conveniente que el Congreso de la Nación  faculte por conducto de una Ley  a las Provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a disponer    mecanismos de extinción de la acción penal  por pago.  
9) Que en caso que no se sancione dicha norma legal, las provincias y la CABA podrán establecer normas adjetivas específicas de actuación donde   se determine que el Fiscal deba desistir de la acción si el obligado regulariza el monto evadido.
10) Que  las Provincias y la CABA debieran dictar las normas procesales necesarias,  a los efectos de permitir que  la administración fiscal  solicite ¨medidas de urgencia¨ con el objeto de preservar la prueba.  
11) Que en el caso que las jurisdicciones consideren conveniente que el Organismo Recaudador respectivo asuma el rol de querellante en el proceso penal  deberán sancionar las normas pertinentes. 
12) Que resulta necesario  que el Legislador deje sin efecto el agregado del último párrafo al artículo 76 bis del Código Penal dispuesto por la Ley 26735,  que impide la aplicación del instituto de la ¨suspensión del juicio a prueba¨ para los delitos previstos por la Ley 24769 y 22415, por cuanto resulta ser inconstitucional conforme lo expresado en los considerandos. 
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